
 

 
CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA 

PRIMERA SALA CIVIL SUBESPECIALIZADA EN MATERIA COME RCIAL 
 

 
SUMILLA:  Vía recurso de anulación no se puede 
cuestionar el criterio arbitral.  

Es improcedente el recurso de anulación invocando la 
causal d) del numeral 1 del artículo 63 de la Ley de 
Arbitraje si no se presentó la respectiva solicitud post 
laudo.  

Es improcedente el recurso de anulación invocando la 
causal e) de la misma Ley, si en el recurso no se 
hacen alegaciones relativas a dicha causal.    

EXPEDIENTE N°   : 00474-2019-0-1817-SP-CO-01. 
DEMANDANTE : MAXIMA SEGURIDAD ATENAS S.A.C. 
DEMANDADO  :SERVICIO NACIONAL DE METEREOLOGIA E 

HIDROLOGIA DEL PERU- SENAMHI.  
MATERIA  : ANULACIÓN DE LAUDO ARBITRAL. 
 
RESOLUCIÓN NÚMERO NUEVE. 
Miraflores, doce de marzo 
de dos mil veinte.-          

VISTOS: 

Visualizado el expediente judicial electrónico, se aprecia a fojas 139 el recurso 
de anulación presentado por MAXIMA SEGURIDAD ATENAS S.A.C . Admitido 
a trámite mediante Resolución N° 02 de fecha 10 de octubre de 2019 de fojas 
190, Por escrito de fecha 03 de diciembre de 2019 la demandada contesta la 
demanda y por Resolución N° 05 de fecha 03 de dicie mbre de 2019 se tiene 
por absuelto el traslado del recurso de anulación de laudo arbitral. Conforme al 
estado del proceso corresponde emitir la resolución respectiva. Interviniendo 
como ponente el Juez Superior Martel Chang , producida la votación de 
acuerdo a Ley, se procede a emitir la siguiente resolución y; 

CONSIDERANDO: 

A.  LAS CAUSALES DEL RECURSO DE ANULACIÓN  

PRIMERO: Se ha admitido la demanda por las siguientes causales: 

Artículo 63.- Causales de anulación.  
1. El laudo sólo podrá ser anulado cuando la parte que solicita la   
anulación alegue y pruebe:  
(…)  
 
d. Que el tribunal arbitral ha resuelto sobre materias no sometidas 
a su decisión. 



(…)”. 

e. Que el tribunal arbitral ha resuelto sobre materias que, de 
acuerdo a ley, son manifiestamente no susceptibles de arbitraje, 
tratándose de un arbitraje nacional.  
(…)”. 
  

 
B. ARGUMENTOS DE LAS PARTES. - 

SEGUNDO: LA PARTE DEMANDANTE ALEGA EN LO ESENCIAL LO 
SIGUIENTE: 
 
Causal contenida en el artículo 45.3 de la Ley de C ontrataciones del 
Estado . 
 
2.1.- El Tribunal Arbitral al analizar el extremo de la demanda consistente en si 
SENAMHI ha cumplido con el debido procedimiento establecido por Ley para 
proceder a la resolución parcial del Contrato ha emitido una motivación 
incongruente para concluir que su representada fue notificada con la Carta N° 
61-2018-SENAHMI en Calle Pedro Urraca N° 491 Urbani zación San Andrés 
Provincia de Trujillo (VER PUNTOS 2.1. AL 2.23). 
 
2.2.- A pesar de la existencia de un orden de prelación normativo, el Tribunal 
Arbitral no aplicó La Ley de Contrataciones del Estado ni su Reglamento, sino 
el Código Civil, incumpliendo la norma de orden público contenida en el artículo 
45.3 y 45.4 de la Ley de Contrataciones del Estado, pues debió aplicar lo 
dispuesto en el artículo 36 de la Ley de Contrataciones y 136 del Reglamento, 
las cuales no contemplan la figura de emplazamiento tácito.  
 
2.3.- El Tribunal Arbitral aplica el artículo 35 del Código Civil, el cual es de 
aplicación para contratos entre privados y únicamente cuando los contratantes 
no hayan señalado o precisado expresamente un domicilio al cual debe ser 
notificada por su contraparte, lo cual no ocurre en este caso, pues en la 
cláusula vigésima segunda del Contrato la recurrente declaró como domicilio el 
ubicado en Avenida Aviación N° 3321 Of. 502 Distrit o de San Borja Provincia y 
Departamento de Lima. 
 
2.4.- El Tribunal Arbitral al plantear su posición no aplicó las normas contenidas 
en los dispositivos legales sobre Contratación con el Estado sino que subsumió 
los hechos alegados por las partes en normas del Código Civil. 
 
2.5.- Si bien el Tribunal Arbitral expresó el sustento que respaldó su decisión de 
emplear figuras jurídicas recogidas en el ordenamiento civil sustantivo, de no 
encontrarse regulada la figura de la notificación tácita, no puede dejar de 
observar que tal proceder no guardó el orden de prelación previsto en el 
artículo 45.3  y 4.4 de la Ley de Contrataciones del Estado.    
 
2.6.- El sustento expresado por el Tribunal Arbitral resulta insuficiente en 
atención a la falta de interpretación sistemática de la norma que invoca con la 



disposición contenida en el artículo 142 del Código Civil, lo que era 
imprescindible, dados los alcances de la controversia  planteada  
 
2.7.- La actuación del Tribunal Arbitral, con la aplicación supletoria del Código 
Civil y la Teoría de los Hechos propios, desconoce el orden de prelación o 
jerarquía normativa recogido por el artículo 45.3 de la Ley de Contrataciones 
del Estado. 
 
Causales contenidas en los literales d) y e) del in ciso 1 del artículo 63 del 
Decreto Legislativo N° 1071.   
 
2.8.- La configuración de la causal invocada genera que el derecho 
directamente afectado sea el de defensa, dado que el desconocimiento de las 
actuaciones arbitrales así como de la pactado en el Convenio Arbitral  impide 
materialmente que la parte perjudicada pueda ejercer la defensa que 
corresponde. 
 
2.9.- Debe declararse la invalidez del laudo por afectación de derechos 
constitucionales, como los de tutela jurisdiccional efectiva y debido proceso, 
con sus diversas manifestaciones como el de motivación, el que si bien no se 
encuentra comprendida expresamente dentro de los alcances de la causal bajo 
examen, sin embargo, debe proceder luego de una interpretación constitucional 
extensiva. 
 
2.10.- El reclamo del presente recurso incide de manera directa sobre un tema 
de afectación al derecho de defensa, por no haberse amparado la pretensión 
en base a figuras que no se encuentran reguladas en la normativa sobre 
contratación estatal, tales como la notificación tácita y consentimiento tácito, y 
por haberse incorporado hechos no alegados por el Contratista. 
 
2.11.- La infracción del derecho a la defensa es la reclamada introducción de 
figuras jurídicas no alegadas por la parte demandada ni llevados a debate 
arbitral, referidos a que la demandada  al contestar la demanda  arbitral nunca 
introdujo las figuras del Código Civil y del ámbito privado  utilizados por el 
Tribunal Arbitral, de tal forma que la anotada argumentación releva la 
existencia de una motivación incongruente del laudo.  
 
2.12.- Al analizar el extremo de la demanda sobre la resolución parcial del 
Contrato N° 022-2017-SENAMHI (puntos 2.24 al 2.31 d el laudo),  ha emitido 
una motivación sustancialmente incongruente para concluir que la resolución 
parcial ejecutada por la demandada resulta válida. 
 
2.13.- El Tribunal Arbitral no ha motivado adecuadamente el modo en que 
interpreta el artículo 136 del Reglamento de la Ley de Contrataciones. 
 
2.14.- El Tribunal sin motivación suficiente interpreta que el solo hecho de la 
falta de precisión con claridad sobre qué parte del contrato queda resuelta, 
debe ser entendida como una resolución total del Contrato, sin tener en cuenta 
que tal conclusión se encuentra condicionada a que exista una persistencia en 



el incumplimiento de alguna de las obligaciones pactadas, lo cual no se ha 
configurado. 
 
Causal contenida en el literal b) del inciso 1 del artículo 63 del Decreto 
Legislativo N° 1071 (invocado por la demandante por  el artículo 197.1 del 
Reglamento de la Ley N° 30225 referido al debido pr oceso y el derecho a 
obtener un laudo debidamente motivado) .  
 
2.15.- Si bien el derecho de motivación de resoluciones no se encuentra 
regulado como causal de anulación de laudo, la Sala Superior no puede 
soslayar que el derecho que se invoca es uno de rango constitucional, recogido 
en el numeral 5) del artículo 139 de la Constitución Política del Perú y en el 
Código Procesal Constitucional.  
 
2.16.- De la revisión de los extractos del laudo se colige que lo resuelto por el 
Tribunal Arbitral no fue el resultado de una evaluación conjunta y razonada de 
los argumentos de defensa realizados por las partes y de los medios 
probatorios, pues el laudo no contiene una motivación suficiente, al no aplicar 
la Ley de Contrataciones del Estado, su Reglamento y modificatorias 
pertinentes, sin desarrollar un análisis ordenado y utilizando argumentos 
jurídicos impertinentes al razonamiento seguido para sustentar su decisión 
 
Vulneración al Principio de Transparencia, falta de  eficacia y validez del 
laudo arbitral (artículo 216.3 inciso 1 del Reglame nto de la Ley N° 30225) . 
 
2.17.- De la revisión de la pagina web del SEACE se advierte que el Tribunal 
Arbitral no ha cumplido con lo previsto en el artículo 216.3 inciso 1 del 
Reglamento de la Ley N° 30225, al no haber cumplido  con su deber de registrar 
en el SEACE el laudo arbitral, lo cual vulnera el principio de transparencia y le 
resta eficacia y validez. 
 
2.18.- El registro del laudo en el SEACE se constituye en el acto de notificación 
que en forma excluyente le otorga eficacia al laudo arbitral, lo cual no ha 
ocurrido en el presente caso, conllevando a que se encuentre ante un laudo 
carente de eficacia y validez. 
 
TERCERO: LA PARTE DEMANDADA ALEGA EN LO ESENCIAL LO 
SIGUIENTE: 

3.1.- El Tribunal Arbitral en los numerales 2.4 al 2.23 del laudo arbitral, ha 
expuesto las razones que determinaron su decisión, dentro del marco legal, 
respetando la jerarquía normativa, el principio de legalidad y teniendo en 
cuenta los fundamentos expuestos por ambas partes. 
 
3.2.- Los argumentos expuestos por la empresa Máxima Seguridad Atenas 
S.A.C. han sido rebatidas por el SENAMHl, deberían ser declaradas 
improcedentes toda vez que la presente demanda ha sido admitida bajo las 
causales "d" y "e", sin embargo, la demandante pretende cuestionar de manera 
desordenada el fondo de lo resuelto por el Tribunal Arbitral, subsumiendo sus 
argumentos en la vulneración del deber de motivación de las resoluciones, 



cuando lo que debe argumentar es que "el tribunal arbitral ha resulto sobre 
materias no sometidas a su decisión" y "que el tribunal arbitral ha resuelto 
sobre materias que, de acuerdo a ley, son manifiestamente no susceptibles de 
arbitraje, tratándose de un arbitraje nacional". 
 
3.3.- La vulneración del derecho de defensa no forma parte del contenido de 
las causales "d" y "e", más aún si la demandante ha tenido pleno conocimiento 
del convenio arbitral pactado en el Contrato N° 022 -2017- SENAMHl (suscrita 
por la recurrente) y de las actuaciones arbitrales como las audiencias 
programadas en dicho proceso en el que ha participado activamente la 
empresa Máxima Seguridad Atenas S.A.C., por lo que ahora no puede 
desconocer el desarrollo del proceso arbitral. 
 
3.4.- El Tribunal Arbitral al laudar la causa ha expuesto las razones objetivas 
que llevaron a tomar una determinada decisión, razones que han provenido no 
solo del ordenamiento jurídico vigente y aplicable al caso, sino de los propios 
hechos debidamente acreditados en el trámite arbitral. 
 
3.5.- El Tribunal Arbitral al introducir las figuras del Código Civil y del ámbito 
privado es su facultad y atribución, en cumplimiento del principio IURA NOVIT 
CURIA, que establece el artículo Vil del Título Preliminar del Código Civil. 
 
3.6.- En cuanto al argumento de la recurrente de que no existía persistencia en 
el incumplimiento, se aprecia que el Tribunal Arbitral, específicamente en los 
numerales 2.44 al 2.59 del laudo arbitral ha expuesto las razones para declarar 
infundada la pretensión de la demandante, en consecuencia se ha efectuado 
correctamente la resolución del contrato. 
 
3.7.- Mediante Carta N° 61-2018-SENAMHI-OA cursada por m i representada, 
que resuelve parcialmente el contrato, se advierte que no se ha precisado qué 
parte del contrato quedaría sin efecto y tampoco se ha sustentado en qué 
sentido los intereses de la Entidad se verían afectados con la resolución total 
del Contrato, por lo que es aplicable el artículo 136° del Reglamento de la Ley 
de Contrataciones del Estado, mediante el cual establece que de no cumplirse 
con los requisitos necesarios para que proceda la resolución contractual 
parcial, el único efecto es que la resolución del Contrato sea total. 
 
3.8.- Sobre "la vulneración del principio de transparencia, falta de eficacia y 
validez del laudo arbitral", señala que no es causal de anulación de laudo 
arbitral y el Tribunal Arbitral en el cuarto punto resolutivo del laudo arbitral 
ordenó a la Secretaria Arbitral que notifique el laudo a las partes y en el quinto 
punto resolutivo del laudo dispuso que el laudo arbitral que se publique en el 
SEACE. 
 
C. ANÁLISIS DEL CASO Y LA POSICIÓN DEL COLEGIADO.  
 
CUARTO: Si bien por Resolución N 02 se admitió a trámite la demanda por las 
causales d) y e), se deja constancia que de la lectura íntegra del recurso de 
anulación y de su escrito de subsanación, no solo se verifica que la recurrente 
cita tales causales, sino que también presenta fundamentos relacionados con 



la motivación y la vulneración a la prelación normativa prevista en las normas 
de contratación del Estado. Por tanto, también se analizarán estas alegaciones, 
en aras del debido proceso. 
 
QUINTO: Conforme a las reglas del artículo 62.2 de la Ley de Arbitraje: “Está 
prohibido bajo responsabilidad, pronunciarse sobre el fondo de la controversia 
o sobre el contenido de la decisión o calificar los criterios, motivaciones o 
interpretaciones expuestas por el tribunal arbitral”. El límite legal anterior guía el 
trabajo de revisión judicial de un laudo en sede judicial. 
 
Es decir, la función de control asignada por la ley de arbitraje no comprende la 
posibilidad jurídica de revisar cuestiones de fondo, pues ello vulneraría el 
principio de irrevisabilidad del laudo; dicho de otro modo, el recurso de 
anulación no es un instancia de grado sino por el contrario es un proceso 
autónomo que controla el cumplimiento de determinados requisitos de validez 
del laudo, por causales taxativas previstas en la ley 
 
SEXTO: El artículo 63.2 del Decreto Legislativo N° 1071 se ñala que: “Las 
causales previstas en los incisos a, b, c y d del numeral 1 de este artículo sólo 
serán procedentes si fueron objeto de reclamo expreso en su momento ante el 
tribunal arbitral por la parte afectada y fueron desestimadas”. 
 
SETIMO: Respecto a la protesta basada en la motivación, debe señalarse 
que los problemas de motivación del laudo no pueden superarse ni corregirse 
con los recursos post laudo que prevé la Ley de Arbitraje; es decir, mediante 
rectificación, interpretación, integración o exclusión, lo que hace innecesario la 
presentación de las solicitudes post laudo. Este criterio ha sido invocado por 
este colegiado en diversos casos anteriores. Entonces, si bien la parte 
recurrente no ha presentado ninguna solicitud post laudo, ello no impide que se 
pronuncie este colegiado por este extremo, acorde con el criterio ya señalado.  
 
OCTAVO: A fin de verificar si el laudo cumple o no con el estándar de 
motivación que consagra la Constitución en su artículo 139 inciso 5, 
corresponde glosar lo que se expone en dicho laudo, a saber: 
 

 



 



 



 

 

 



 



 

 



 



 



 

 



 

 

 



 

 



  

 



 

 

 
NOVENO: De lo precedentemente glosado, se colige lo siguiente: 
 
- El Tribunal Arbitral reconoció lo acordado por las partes respecto de la 
notificación al domicilio consignado en el contrato y observa que la 
comunicación de la resolución de contrato parcial fue efectuada en un domicilio 
que no es ajeno o desconocido por el Contratista (demandante), al verificar que 
en la parte introductoria del contrato se consignó la dirección Calle Pedro 
Urraca N° 491 Urbanización San Andrés Provincia de Trujillo, domicilio principal 
del demandante, esto es, que el Tribunal Arbitral ha llegado a la conclusión de 
que la notificación de las Cartas a Trujillo no constituye un vicio insubsanable 
que acarree la nulidad del contrato, en la medida de que la parte actora fue 
notificada en un domicilio que no le es ajeno. 
 
- El Tribunal Arbitral aplica lo dispuesto en el artículo 35 del Código Civil, 
sustentando y/o fundamentando su posición en que la normativa de 
contratación estatal no regula nada respecto al domicilio y porque la Ley N° 
27444 no resulta de aplicación porque corresponde aplicar a los actos 
administrativos o a los actos en los que el Estado ejerce el ius imperium, lo que 
a su criterio no ocurre en este caso. Así se lee en el pié de página de la página 
23 del laudo. 
 
- Considera que la Contratista consintió y se dio por notificada, al no cuestionar 
o impugnar la notificación efectuada a Trujillo. 
 
- Señala que con las razones expuestas no trata de modificar el contrato, ya 
que considera que las comunicaciones de las Cartas que intiman y resuelven el 
contrato, dirigidas a Trujillo, no son ineficaces al haber sido notificado en el 
domicilio principal de la demandante. 
 



- El Tribunal Arbitral ha considerado que conforme al artículo 136 del 
Reglamento de la Ley- la resolución del contrato es total y no parcial, al no 
haberse cumplido con los requisitos de procedencia de resolución parcial de 
contrato, que establece la citada norma, no haberse precisado la parte del 
contrato que queda resuelta parcialmente. 
 
 - Ha determinado que el Contratista ha incumplido con sus obligaciones, las 
cuales estaban reguladas por el Reglamento y las Bases Administrativas.   
 
DECIMO: Como se puede verificar del texto del laudo:  
 
- El Tribunal Arbitral sí ha expresado razones de hecho y de derecho para 
expedir el laudo ahora impugnado. 
 
- El Tribunal Arbitral sí ha aplicado las normas de Contratación del Estado. 
 
- El tribunal ha cumplido con fundamentar jurídicamente por qué aplica las 
reglas del Código Civil para el caso del domicilio.  
 
- Del mismo modo, se aprecia que los fundamentos del laudo están 
debidamente motivados, con sujeción al derecho y a lo actuado, no 
advirtiéndose apariencia, incongruencia, incoherencia ni defecto alguno en la 
motivación.  

- Lo que trae el recurso de anulación es la discrepancia de la parte demandante 
respecto a los criterios vertidos por el tribunal en el laudo, más esta protesta no 
puede ser revisada en este proceso por el límite legal previsto en el numeral 2 
del artículo 62 de la Ley de Arbitraje.  

- En relación a la infracción sobre la prelación normativa, en el laudo se 
aprecian las razones jurídicas que tuvo el tribunal para aplicar las reglas del 
Código Civil. Es más, la misma recurrente hace notar que conforme al 
Contrato, las reglas del Código Civil se aplican de modo supletorio, lo que 
quiere decir que la aplicación de éstas últimas reglas no es per se un defecto 
que invalide el laudo, menos si el tribunal explica porqué las aplica.  

- Por tales fundamentos la protesta relacionada con la motivación del laudo y  
la afectación a la prelación normativa, carecen de sustento. 

 
DECIMO PRIMERO: En relación a la causal de anulación contenida en  el 
literal d) del inciso 1 del artículo 63 del Decreto  Legislativo N° 1071, se 
precisa lo siguiente: 

- De acuerdo a la exigencia prevista en el artículo  63.2 del Decreto 
Legislativo N° 1071 la causal d) solo será proceden te si fue objeto de 
reclamo expreso ante el tribunal arbitral por la parte afectada y haya sido 
desestimada. 

- En este caso, de lo actuado y alegado por la misma parte demandante, no 
se advierte que haya efectuado el reclamo bajo la causal invocada ante el 
Tribunal Arbitral. 



- Es decir, que no ha cumplido con efectuar la respectiva protesta, por lo que 
la causal invocada deviene en improcedente.  

 
DECIMO SEGUNDO: En relación a la causal de anulación contenida en e l 
literal e) del inciso 1 del artículo 63 del Decreto  Legislativo N° 1071. 

- La causal de anulación en referencia establece lo siguiente: “Que el tribunal 
arbitral ha resuelto sobre materias que, de acuerdo a ley, son manifiestamente 
no susceptibles de arbitraje, tratándose de un arbitraje nacional”. Dicha 
disposición exige que se sustente el recurso de anulación en una Ley que 
establezca la manifiesta no arbitrabilidad de una materia, pero el recurso en 
estudio no se orienta en esta sentido, sino en que el Tribunal Arbitral ha emitido 
un laudo con motivación insuficiente e incongruente y que se ha afectado el 
derecho de defensa o debido proceso, razón por la cual es improcedente esta 
el recurso en extremo, en tanto que los argumentos no se subsumen a la 
causal e).  
 
DECIMO TERCERO: Finalmente, en el recurso de anulación se pide la nulidad 
del laudo por  la vulneración al Principio de Transparencia, falta de eficacia y 
validez del laudo arbitral (artículo 216.3 inciso 1 del Reglamento de la Ley N° 
30225), esto es por no haberse registrado en el SEACE el laudo arbitral; más 
como es evidente esta alegación no encuadra en ninguna de las causales de 
anulación que prevé la Ley de Arbitraje, debiendo por tanto ser rechazada. . 
 
Por estas razones,; 

DECLARARON : 

I) IMPROCEDENTE EL RECURSO DE ANULACIÓN INTERPUESTO  POR  
MAXIMA SEGURIDAD ATENAS S.A.C RESPECTO A LAS CAUSAL ES D) Y 
E) DEL ARTICULO 63.1 DEL DECRETO LEGISLATIVO N° 107 1, Y POR EL 
NO REGISTRO DEL LAUDO EN EL SEACE . 
 
II) INFUNDADO EL CITADO RECURSO DE ANULACIÓN RESPECTO A  LA 
MOTIVACIÓN E INFRACCION DE LA PRELACIÓN NORMATIVA . 
 
III) EN CONSECUENCIA, VALIDO EL LAUDO CONTENIDO EN LA 
RESOLUCIÓN DE FECHA 06 DE AGOSTO DE 2019; CON COSTO S; 
Notificándose.- 
                     
 

 MARTEL CHANG    PRADO CASTAÑEDA 
     
       ESCUDERO LOPEZ 


		2020-03-13T16:57:52-0500
	Lima-Perú
	PJSigner


		2020-05-04T10:51:54-0500
	Lima-Perú
	PJSigner


		2020-05-21T21:11:17-0500
	Lima-Perú
	PJSigner


		2020-05-26T16:08:35-0500
	Lima-Perú
	PJSigner




